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Razones de una crisis
A inicios de la quinta década del si-
glo XIX, la Universidad de San Gerónimo
de La Habana fue secularizada. Como
resultado, los dominicos perdieron el
control sobre el gobierno del plantel, que
pasó a manos del Estado colonial, y
ello se concretó –además de en un
nuevo plan de estudios– en el nombra-
miento por las autoridades de la máxima
dirección universitaria. Rector, secreta-
rio e incluso catedráticos, nombrados de
ese modo, devinieron simplemente en
funcionarios estatales. Este momento,
clave en la historia de nuestra primera
casa de estudios superiores por sus
efectos, ha sido objeto de atención en
más de una ocasión.1 Tampoco ha pa-
sado inadvertida la severa crítica de los
ilustrados criollos de la época, susten-
tada en el atraso de los planes de
estudio y en el predominio de la esco-
lástica en las aulas universitarias, unidas
al rechazo al dominio ejercido en ellas
por los padres predicadores.
En este trabajo se pretende abordar
la cuestión desde un ángulo algo dife-
rente, analizando algunas de las
manifestaciones internas de la profun-
da crisis en la que se encontraba
sumida la Universidad desde finales del
siglo XVIII. En definitiva, la crítica ilus-
trada sólo reflejaba esta crisis a nivel
de las élites interesadas en el cambio
del modelo educativo, integrada a las
bruscas transformaciones generadas a
nivel socioeconómico por la irrupción
plantadora de esa época. Lo hacía, ade-
más, en los espacios privilegiados desde
los cuales se proyectó por entonces el
ideal ilustrado-esclavista cubano: la So-
ciedad Patriótica de La Habana, el
Papel Periódico de la Havana y el
Seminario de San Carlos y San
Ambrosio. A lo que se ha prestado me-
nos interés es a las expresiones
concretas –cotidianas podría ser el tér-
mino– de la crisis que afectaron las
relaciones de la institución con su en-
torno social.
En primer lugar, debe señalarse que
no es posible entender la situación de
la Universidad fuera de su vínculo con
el convento de San Juan de Letrán, de
los dominicos de La Habana, y del pa-
pel de la institución como parte del
sistema de relaciones de la orden con
la sociedad colonial. El análisis de este
complejo sistema ha sido realizado con
anterioridad,2 por lo tanto me limitaré
a señalar que sus componentes eran
cuatro: el capital relacional generado
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en lo fundamental por los vínculos fa-
miliares –si bien también de amistad,
dependencia, etcétera–; el usufructo del
capital religioso; el complicado entra-
mado de la economía conventual y, por
último, pero no por ello menos impor-
tante, el control sobre el único centro
de educación superior en la isla, crea-
do y dirigido por los frailes.
Aunque formalmente la Universidad
de San Gerónimo era independiente de
las autoridades conventuales y provin-
ciales, estas mantuvieron una constante
supervisión de su actividad e incidían en
la toma de todas las decisiones de im-
portancia. Al mismo tiempo, el centro
generaba un subsistema de relaciones
deudor de su propia función social y, por
lo mismo, inaccesible a la comunidad de
religiosos a no ser por intermedio del con-
trol efectivo sobre el gobierno
universitario. La clave para la com-
prensión de este fenómeno se halla en
la definición de la Universidad como
corporación, y por tanto como porta-
dora de un conjunto de privilegios
usufructuado por sus graduados y que
conformaban el llamado fuero univer-
sitario.3 A través de la red de relaciones
y dependencias que tendía la corpora-
ción hacia la sociedad colonial, el
potencial de la orden para influir sobre
sus distintos componentes se multiplicó
a lo largo del siglo XVIII.
De este modo, la naturaleza de la cri-
sis universitaria que nos ocupa se torna
aprehensible no sólo a partir de los nue-
vos requerimientos de su entorno
socioeconómico y cultural, sino como
parte de la crisis de todo el sistema de
relaciones de los dominicos, que es por
demás el de todas las órdenes estable-
cidas en Cuba. Prueba, en este caso en
lo relativo a su prestigio en la esfera
educativa, el deterioro general del
estatus de la comunidad. La Universi-
dad, como parte del sistema, no pudo
reformarse a sí misma en la medida
que cambiaba la sociedad que la creó.
En cierto modo, lo esencial en la agu-
da crisis de la primera mitad del siglo
XIX es que el espíritu corporativo de la
Universidad la encierra en sí misma.
Sus estructuras anquilosadas y su sis-
tema de privilegios y simbolismos de
matriz escolástica la privan de la posibi-
lidad de adaptarse a los requerimientos
de una sociedad que se concibe –en los
proyectos de sus élites económicas, so-
ciales e intelectuales– en un acelerado
proceso de modernización, de “puesta
al día” con los modelos socioeco-
nómicos, políticos y culturales
paradigmáticos de la época.
Esto es paradójico en una sociedad
que lo enrumba a partir de la explota-
ción intensiva y calculada del trabajo
esclavo, y de la subordinación política
a una metrópoli por definición
antimoderna, pero ello no cambia la
esencia del dilema que enfrenta la Uni-
versidad como parte del sistema de
relaciones de la orden dominica. Se tra-
ta, sobre todo, de un proceso de
enajenación en el cual se diluye la fun-
ción representativa del alto centro
docente en relación con los intereses
grupales, sectoriales y, en definitiva, cla-
sistas, que definían su base social.
La tragedia de San Gerónimo es que
lo experimenta doblemente: como refle-
jo del proceso que afecta de manera
integral a la orden, y como entidad más
o menos independiente de ella. En am-
bas direcciones la crisis se entroniza
porque todos los intentos de reforma
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de la universidad fracasan. Salvador
Larrúa ha hecho énfasis en la respon-
sabilidad del Estado colonial, que de
forma obstinada se opuso a las refor-
mas,4 pero olvida la oposición que
siempre hizo la comunidad a la cesión,
así fuera de una ínfima parte, de los pri-
vilegios que ostentaba en la casa de
estudios. Y lo cierto es que para los sec-
tores vinculados a los proyectos de
reforma, la liquidación del control que
estos ejercían sobre la Universidad lle-
gó a entenderse como condición
preliminar para la modernización de la
institución. Por ello, en marzo de 1842,
luego de la supresión de la mayor par-
te de los conventos de la isla y cuando
todavía los religiosos se mantenían en
San Juan de Letrán, un crítico de la me-
dida aseguraba: “[...] si algún convento
debió cerrarse es Santo Domingo, y
precisamente porque tiene dentro la
Universidad que explotan los frailes a
su placer, y en la cual no sólo es preci-
so ser fraile para obtener los empleos
de rector, vicerrector, secretario y vice-
secretario, sino que se estudia la
filosofía aristotélica y las leyes por los
peores textos, lo cual no podrá
remediarse, mientras lo gobiernen los
frailes”.5
En la segunda mitad del siglo XVIII, la
comunidad, relacionada con la oligar-
quía habanera por lazos de familia y por
identidad de intereses, fue capaz de ge-
nerar intentos de cambios que, bien
encontraron oposición dentro de la or-
den, bien fueron frenados por las
negativas emanadas de Madrid. Pero
hay un punto de inflexión, a finales de
dicha centuria, cuando se agotaba ese
potencial interno y comenzaron los inten-
tos por reformar la Universidad desde
afuera, lo cual es un resultado, por una
parte, del consenso acerca de la inca-
pacidad de la orden para lograr algo en
esa dirección por ella misma y, por otra,
de la superación por muchos de sus
propios graduados de la idea de la Uni-
versidad como un organismo cerrado
–corporativo–, cuya esencia está en con-
servar su tradición de fueros y privilegios.
Por tanto, puede ser transformado des-
de el exterior.
Que la Universidad pierde el apoyo
de los sectores oligárquicos y de la
intelectualidad a ellos vinculada lo de-
muestra la pérdida de posiciones con
respecto al Seminario de San Carlos y
San Ambrosio, convertido por el obis-
po Espada en un centro capaz de
asumir las necesidades de renovación
intelectual del momento e, incluso, de
creación de espacios de discusión polí-
tica en los períodos constitucionales.6
Entre 1800 y 1842, fueron otorgados
por la Universidad 642 grados mayores
de licenciado y doctor. Sin diferenciar
unos de unos, pues en realidad con fre-
cuencia un mismo ejercicio servía para
el otorgamiento de ambos grados, 98
fueron en Filosofía, igual número en
Medicina, 304 en Derecho Civil, 59 en
Derecho Canónico y 83 en Teología.7
Sin embargo, este es un indicador en-
gañoso, porque entre la universidad de
San Gerónimo y el Seminario de San
Carlos existía una relación sui generis
en cuanto a la concesión de grados se
refiere. Al ser el plantel dominico la úni-
ca institución facultada para la
concesión de los grados de bachiller, li-
cenciado y doctor, resultaba obligado
para los educandos del Seminario rea-
lizar los trámites, aunque los estudios
los realizaran en él, como llegó a ser
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en la mayor parte de los casos. Inclu-
so, se había logrado que los aspirantes
provenientes de San Carlos no tuvieran
que cursar en la Universidad las asigna-
turas Texto del Filósofo ni Maestro de
Sentencias, para graduarse de las Facul-
tades de Filosofía y Teología, materias
de larga tradición en la orden de Santo
Domingo.8
Como resultado, en 1826 el Semina-
rio tenía más de 500 alumnos, entre los
cuales los de Jurisprudencia y Filoso-
fía sumaban 430. Esto explica que la
Universidad estuviera “casi desierta,
excepto en la clase de Medicina”, por-
que el Seminario preparaba a los
estudiantes en las materias necesarias
para la obtención de los grados en De-
recho Civil, Canónico y Filosofía.9 Las
relaciones entre ambos planteles fueron
siempre tensas y estuvieron plagadas
de acusaciones. La Universidad se que-
jó en repetidas ocasiones de la carencia
de recursos y del incumplimiento de
compromisos contraídos por las autori-
dades para la dotación de las cátedras,
mientras el Seminario contaba con in-
gresos que se consideraban superiores
a sus necesidades.10
Aunque la matrícula en San Car-
los estaba condicionada por una
certificación de la Universidad que
garantizaba que el estudiante había
aprobado exámenes de latín, con fre-
cuencia el nivel de conocimientos
reales era bajo, por lo que se multi-
plicaban las quejas al respecto. El
Seminario llegó a acusar a los profe-
sores de San Gerónimo no sólo de
incapacidad, sino de corrupción. Uno
de estos casos es el de una carta de
30 de julio de 1831, en la que se afir-
ma que la Universidad
[...] no examina a nadie y con cer-
tificaciones falsas y compradas con
dinero de algunos de los maestros
de latinidad de otros establecimien-
tos, se dan por contentos de la
aptitud del individuo y nos están en-
viando una porción de jóvenes
ignorantes en la lengua latina [...].
[..........]
Si el Colegio los rechazara, se cree-
ría que había una enemiga con la
Universidad, o que se desairaba su
juicio. Y como en el Colegio no hay
matrícula, ni se confieren grados, no
se puede tomar la medida obvia de
reexaminar al que pretende entrar
en sus estudios.
[..........]
[…] La raíz del mal está en la Uni-
versidad; ella nos remite a todos los
estudiantes, ella matricula exclusiva-
mente, ella no examina, ella permite
que suban los jóvenes per-saltum, de
unas clases a otras [...].11
La disputa entre las instituciones era
aguda, y no es por tanto recomendable
dar por sentado que las afirmaciones
del documento correspondieran exacta-
mente con la realidad, pero se
enmarcan dentro de la fórmula más co-
mún en la época para plantear la
necesidad de reformar la Universidad.
Desde este ángulo, lo que se plantea con
carácter perentorio en la época es la re-
forma del gobierno de dicho centro,
entendida como la liquidación de los pri-
vilegios de la orden de Santo Domingo.
El gobierno universitario: del
cuestionamiento a la seculari-
zación
A finales del siglo XVIII este viejo pro-
blema no se retoma todavía de manera
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explícita, limitándose a señalar la nece-
sidad de modificar los estudios a partir
de la crítica de la escolástica. En esta
dirección, la actitud de José Agustín
Caballero y Tomás Romay evidencia la
opinión de la élite ilustrada criolla acer-
ca de las concepciones vigentes en la
Universidad dominica. En ambos casos
se ataca la falta de libertad en la cáte-
dra y el predominio indiscutido de la
escolástica, que limita la iniciativa de los
maestros.12 Esta posición ha sido valo-
rada casi siempre en función de los
análisis sobre la denominada ilustración
criolla, es decir, de modo positivo, para
conocer cómo pensaban los ilustrados
de la época. Tiene, sin embargo, un
marcado sentido negativo: no se
explicita cómo llevar a cabo el cambio,
porque ambos están convencidos de que
no es posible hacerlo. Por ello se hacía
énfasis en que la culpa no era de los pro-
fesores. Si así fuera, la solución, al
menos teóricamente, no hubiera repre-
sentado grandes problemas, pero la
crítica se realizaba contra la institución
y contra quienes la controlaban y dirigían.
En ninguno de los dos había en realidad
una propuesta alternativa de plan de es-
tudios para la Universidad, a no ser en
los principios generales, porque lo prime-
ro hubiera sido transformar la condición
institucional del centro, y eso no era po-
sible bajo el antiguo régimen –que tiene
su fundamento, en buena medida, en la
preservación de los derechos corporati-
vos tradicionales–, a no ser que la
intención partiera de la propia corte.
Esto último fue lo que ocurrió en
1825 cuando Francisco de Arango y
Parreño fue nombrado Comisario del
Rey para la reforma de la Universidad.
Aunque la intención de la corona era
en particular la eliminación de los efec-
tos sobre los centros de enseñanza del
período de gobierno liberal de 1820-
1823, Arango realmente intentó sentar
las bases de un nuevo gobierno univer-
sitario, eliminando algunos de sus
principales vicios en cuanto a provisión
y servicio de las cátedras y preocupán-
dose, sobre todo, por la cuestión
financiera, con la solicitud de presu-
puestos de gastos de bibliotecas,
sueldos e imprentas y la creación de
una Junta de Hacienda, bajo la direc-
ción del rector, que actuaba en
coordinación con el claustro general.
Era, en resumen, una especie de órga-
no consultivo, propuesta que en cierto
modo resultaba renovadora, pues impli-
caba al claustro en la responsabilidad
del gobierno. Propuso aumentos de los
haberes de los catedráticos y realizar
un riguroso concurso de oposición para
cubrir sus cátedras.13 La reforma no se
llevó a cabo, lo que reforzó la decaden-
cia universitaria.
La otra vertiente relacionada con la
insatisfacción por el monopolio domini-
co sobre la Universidad fue la de los
intentos directos por separarlos del go-
bierno del plantel, que reaparecen sobre
una base diferente a la de los primeros
años de existencia de San Gerónimo. Si
en aquel momento expresaban fisuras
coyunturales con la oligarquía
habanera, debidas a las flagrantes irre-
gularidades con las cuales los frailes
asumieron el gobierno de la institución,
en las primeras décadas del siglo XIX ya
son el resultado de una intención de
cambio radical en el modelo universi-
tario vigente, que necesariamente, como
se ha dicho, pasaba por la liquidación
de los privilegios dominicos.
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En las veleidosas circunstancias en
que se desenvuelve la relación colonia-
metrópoli en esa época, los períodos
constitucionales fueron los momentos
de reactivación de las tentativas de
transformación, estimuladas por la po-
lítica en detrimento del poder y la
influencia de la Iglesia, y en particular
del clero regular. Las confrontaciones
en este terreno reflejan no sólo esta si-
tuación, sino las complejidades de las
posiciones políticas que se conforma-
ban en el país y que se dirimían en
todos los espacios posibles. Uno de
ellos era la Universidad, y las eleccio-
nes para el cargo de rector fueron
como norma los momentos más propi-
cios para maniobrar al respecto.
El 7 de septiembre de 1813 se cele-
braron las elecciones correspondientes
para el puesto de rector, a las que fue-
ron promovidos tres candidatos: los
dominicos fray Manuel de Quesada y
fray Ambrosio Pérez y el doctor José
María Reyna, canónigo de la catedral
habanera. Esta última candidatura era
irregular de acuerdo a los Estatutos,
que reservaba el rectorado para los do-
minicos, pero los promotores alegaron
que la Constitución de 1812 privaba a
los religiosos de derechos ciudadanos.14
Aunque no existen pruebas documen-
tales, resulta difícil no ver tras este
episodio un intento del obispo Espada
por introducir en el gobierno universi-
tario una figura cercana, según todos
los indicios, a sus concepciones libera-
les y educacionales.15 La elección de
Quesada, por mayoría de doce votos de
veinticuatro posibles,16 fue impugnada
y se decidió llevarla a la Diputación
Provincial como violatoria de la Cons-
titución. Lo más interesante en este
caso es que una mayoría de trece, simi-
lar a la que había elegido al dominico, se
manifestó a favor de la consulta. En
definitiva, el Capitán General conside-
ró válida la elección, sobre la base de
que la jurisdicción ejercida era pura-
mente académica. En la toma de
posesión, que se hizo efectiva el 13 de
septiembre, se originaron nuevas pro-
testas, con el abandono de la sesión
por parte de cuatro doctores. Este fue,
sin embargo, el último acto dirigido
contra la Universidad dominica en el
período que termina con la restaura-
ción absolutista, por la que el claustro
universitario manifestó su satisfacción
en julio de 1814.17
Mucho más compleja resultó la situa-
ción durante el Trienio Liberal, cuando
los intereses clasistas, sectoriales y de
nacionalidad pugnaron con violencia en-
tre sí en la sociedad colonial alcanzando
en la Universidad cotas muy agudas. En
el plantel se juró la Constitución el 18 de
abril de 1820, y desde ese momento co-
menzó el reagrupamiento en busca del
control del rectorado, como  fray
Remigio Cernadas advirtió de antema-
no a las autoridades en previsión de
posibles situaciones de conflicto.18 Los
matices políticos que caracterizan esta
nueva etapa de enfrentamientos mar-
can una diferencia cualitativa con todo
lo ocurrido, incluyendo los hechos de
1813, en los que el referente constitu-
cional se maneja instrumentalmente, en
tanto respalda la oposición a los frailes.
Lo anterior quedó demostrado en el
claustro del 7 de septiembre de 1820,
en la protesta contra la elección como
rector del dominico Antonio Pérez de
Guzmán, quien tuvo de nuevo como
contrincante al canónigo José María
26
Reyna. Según la narración de Pedro
Antonio de Ayala, el protagonismo en
estos hechos corrió a cargo de
Prudencio Hechavarría y O´Gaban e
Indalecio Santos Suárez, los cuales acu-
saron a los partidarios de Pérez de
Guzmán de “rutineros, serviles y
anticonstitucionales”.19 Los intereses
tras O´Gaban y Santos Suárez no pue-
den asociarse sólo al grupo intelectual de
tendencias liberales y modernizadoras,
en tanto ambos se relacionan también
con los intereses esclavistas.20
La toma de posesión del dominico
fue suspendida mientras se analizaron
los hechos en la Diputación Provincial.
En esta oportunidad, el oidor Juan Ig-
nacio Rendón, que debía rendir el
informe ante este órgano, se manifes-
tó en contra de cualquier privilegio
como contrario a la letra y el espíritu
de la Constitución y recomendaba re-
petir las elecciones, “con la libertad que
corresponde a nuestros principios”.
Rendón no proponía la exclusión de los
dominicos del nuevo ejercicio, pero la
Diputación se atuvo al criterio de San-
tos Suárez de que “la remoción de todas
las trabas” incluía la invalidación de los
religiosos como candidatos, y así lo de-
cidió tras anular las elecciones. La
relación entre Rendón y Santos Suárez
inclina a pensar en una maniobra en la
que, de acuerdo mutuo, dirigieron la es-
cena en esta sesión.21
Las reclamaciones de los dominicos
dieron como resultado una dilación en
la nueva convocatoria a elecciones.
Fray Remigio Cernadas, tal vez el reli-
gioso de la orden de más sólido prestigio
en la primera mitad del siglo XIX, ocupó
interinamente el rectorado mientras se
daba curso a la reclamación. Una de
las cartas que en esa etapa dirigió al
gobernador Nicolás Mahy y Romo
muestra con nitidez los únicos argu-
mentos aún al alcance del convento
para defender sus posiciones en la Uni-
versidad: “Lo único que reclamamos
hoy –escribía– es el modo violento e in-
decoroso con que se nos quiere echar
de un establecimiento cuya fundación
se debe exclusivamente al Convento
de Santo Domingo. Siento molestar [...]
a V.E., pero me es imposible abandonar
unos derechos [...] que tan impunemente
quieren hollar en La Habana”.22
En realidad, todavía en este episodio,
en el que la intervención del aparato
estatal es en calidad de juez, y no de
parte directamente implicada en el con-
flicto, lo más importante resulta de las
contradicciones de la propia sociedad
cubana, y el signo más evidente es que
aún los dominicos encuentran respaldo
en el ámbito eclesiástico y el civil,
como el brindado por Pedro Gordillo,
maestrescuela de la Catedral, y el juez
de letras Francisco Filomeno, quien des-
empeñaba además responsabilidades en
el ayuntamiento habanero.23 La mayor
parte de los implicados en estos suce-
sos eran graduados de la propia
Universidad de La Habana, pero des-
de finales del siglo XVIII la estructuración
del orden socioeconómico esclavista y
la ruptura de los esquemas culturales y
mentales del criollismo dieciochesco ha-
bían minado el ámbito de acción de los
principios corporativos, sustituyéndolos
por agrupamientos grupales, sectoria-
les y clasistas en los que los móviles
políticos y económicos son mucho más
evidentes. En definitiva, el 7 de febrero
de 1822 se efectuaron las elecciones,
sin participación de los religiosos. El
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cuerpo de dirección de la Universidad
quedó conformado por laicos y eclesiás-
ticos seculares, y el rectorado recayó
–finalmente– en José María Reyna.24
La vigencia de esta primera Univer-
sidad secularizada fue efímera, y los
dominicos vieron de nuevo restituidos
sus privilegios con la restauración ab-
solutista de 1823. Las elecciones de
diciembre de ese año marcaron el re-
greso de los frailes a los cargos de
rector, vicerrector y secretario de la
casa de estudios. Los sucesos de este
período, de casi dos años, no tienen
imbricación directa con el tema que nos
ocupa, en tanto ni siquiera mostraron
una capacidad, por parte de la nueva
dirección, de introducir mejoras de ca-
rácter modernizador en el plan de
estudios universitarios. Estuvieron, eso sí,
marcados por fuertes enfrentamientos
internos25 que reflejaban la polarización
política de la sociedad colonial de la épo-
ca, acentuaron la división del claustro y
estuvieron presentes, con menor agu-
deza, con posterioridad a 1823.
A partir de este momento puede afir-
marse, primero, que la ruptura entre el
centro de estudios y las élites econó-
micas, sociales y culturales de la isla
fue irreversible y, segundo, que desapa-
recieron los intentos de transformar la
estructura institucional universitaria que
tuvieron como protagonistas a estos
propios sectores. Esto puede parecer
contraproducente, pero se explica por
el equilibrio que se estableció, en lo re-
ferente a la Universidad, entre el
conservadurismo político predominante
y las tendencias renovadoras durante
los diez años que transcurrieron hasta
la muerte de Fernando VII. Todos los
intentos, en cualquier variante, tienen
desde entonces como denominador co-
mún la iniciativa del Estado, tendencia
que se fortalece tras el nuevo ascenso
liberal durante la regencia de María
Cristina.
La solución definitiva del problema
planteado por los privilegios que los do-
minicos retuvieron por más de un siglo
sobre la Universidad se dio precisamen-
te como resultado de esta intervención,
pero no respondió a los intereses insu-
lares, sino a la lógica de los intentos de
cambio del modelo colonial a los que ya
se ha hecho referencia. Como tal, se
inserta en la vertiente de la seculariza-
ción de la enseñanza y la educación
que tiene su primera etapa entre 1836
y 1842, cuyo rasgo más sobresaliente
es la liquidación de todo el sistema edu-
cacional religioso anterior, dirigido
también contra los intentos de los sec-
tores liberales cubanos interesados en
subvertirlo en función de una renova-
ción cognoscitiva y cultural.
El proceso que llevó a la seculari-
zación definitiva de la Universidad de
La Habana en 1842, como se mencio-
nó al comienzo, ha sido objeto de
análisis en otras ocasiones, por lo que
no nos detendremos en él. Su fase fi-
nal se corresponde con la ofensiva
liberal que puso fin a la red conven-
tual de la isla y al control de los
regulares sobre un grupo de entidades
educacionales, hospitalarias y de bene-
ficencia. En el caso particular de la
Universidad, liquidó un elemento esen-
cial de los nexos que a través de la
historia la orden dominica había esta-
blecido con la sociedad criolla.
Se ha afirmado que esta solución
fue, en parte, un resultado del esfuerzo
de los hacendados criollos por liberarla
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de su tradición medieval,26 pero una
opinión de este tipo sólo se sostiene so-
bre la confusión creada por la aparente
coincidencia del objetivo final. En rea-
lidad, la secularización liquidó el control
de la orden sobre el gobierno universi-
tario, pero no modernizó sensiblemente
la institución y, lo que es más importan-
te, la subordinó al Estado, colocando en
manos del Capitán General la potestad
de designar las personas para ocupar los
puestos de rector, secretario y catedrá-
ticos universitarios.
La permanencia de un grupo más o
menos numeroso de criollos en el
claustro se debió sobre todo a la caren-
cia de personal peninsular con la
preparación necesaria, y constituyó
más bien un giro indeseado en relación
con los objetivos finales de la metrópoli.
En 1846,  el capitán general Leopoldo
O´Donnell consideraba innecesario am-
pliar los estudios en la Universidad,
“creyendo oportuno, al contrario, que se
suprima”. Tres años más tarde su su-
cesor, Federico Roncalli, consideraba
que los estudios universitarios fomenta-
ban “[...] ideas reformadoras y
turbulentas [...] entre todos los jóvenes,
aun de familias muy humildes”, por lo
que debían “disminuirse”.27 En defini-
tiva, y a contrapelo de los objetivos
perseguidos por la secularización, la Uni-
versidad devino uno de los innumerables
espacios en los que se manifestaron las
contradicciones que desde finales de la
década del treinta del siglo XIX carac-
terizan el ámbito de las relaciones con
la metrópoli, incluyendo tempranamen-
te la posibilidad de ruptura de estos
nexos, como ya deja claro el ¡Viva Nar-
ciso López! inscrito en una de sus
paredes en 1852.
Notas
1 El análisis más completo al respecto sigue
estando en: Armas, Ramón de, Eduardo Torres
Cuevas y Ana Cairo Ballester. Historia de la
Universidad de La Habana. 1728-1929. La
Habana: Editorial de Ciencias Sociales, 1984.
t. 1, pp. 82-88.
2 Al respecto ver en particular los capítulos II,
III y IV en: Leiva Lajara, Edelberto. La orden
dominica en La Habana. Convento y sociedad
(1578-1842). La Habana: Ediciones Boloña, 2007.
3 Sobre las funciones corporativas de la
Universidad y las particularidades de sus
manifestaciones en Cuba, ver el texto al que refiere
la nota anterior, pp. 116-144.
4 Larrúa Guedes, Salvador. Historia de la orden
de predicadores en la isla de Cuba. La Habana,
1998. p. 290.
5 El Corresponsal, Madrid, marzo de 1942. Este
artículo aparece pegado al reverso de la página
31 del folleto Isla de Cuba. Opúsculo 2.
Documentos relativos a la supresión de conventos
y venta de alhajas de las iglesias en dicha Isla. Su
examen y refutación, consideraciones político-
económicas. Madrid: Imprenta de I. Sancha,
1837, que se encuentra en la Sala Cubana de la
Biblioteca Nacional José Martí.
6 Torres Cuevas, Eduardo. “Hacia una
interpretación del obispo Espada y su influencia
en la sociedad y el pensamiento cubanos”. En
Obispo de Espada. Papeles. La Habana: Ediciones
Imagen Contemporánea, 1999. pp. 62-92.
7 Memoria acerca del estado de la enseñanza en
la Universidad de La Habana en el curso de 1873-
1874. La Habana: Imprenta del Gobierno y
Capitanía General, 1874. Apéndice 1, pp. 3-49.
8 Leiva Lajara, Edelberto. “José Agustín
Caballero: el espíritu de los orígenes”. En José
Agustín Caballero. Obras / Estudio introductorio,
compilación y notas por Edelberto Leiva Lajara.
La Habana: Ediciones Imagen Contemporánea,
1999. p. 27.
9 Cuadrado Melo, Manuel. Historia
documentada del Seminario de San Carlos y San
Ambrosio de La Habana (copia mecanografiada
que existe en la biblioteca del Arzobispado de La
Habana). p. 162.
10 Archivo Central de la Universidad de La
Habana. Expedientes Administrativos, Nº 373.
29
Expediente sobre estado de las rentas de esta Real
y Pontificia Universidad de San Gerónimo de La
Habana. 1775-1820, ff. 12, 36, 97, 114 y 116.
11 Cuadrado Melo, M. Op. cit. (9). p. 167.
12 Caballero, José Agustín. “Sobre la reforma de
estudios universitarios” y “Discurso sobre el
mismo asunto”. Op. cit. (8). pp. 185-189.
Romay y Chacón, Tomás. Obras completas. La
Habana: Academia de Ciencias de la República de
Cuba, Museo Histórico de las Ciencias Médicas
“Carlos J. Finlay”, 1966. t. 2, pp. 30-32.
13 Armas, R. de, E. Torres Cuevas y A. Cairo
Ballester. Op. cit. (1). pp.79-81.
14 Archivo Nacional de Cuba. GSC, leg. 756, Nº
26 036. Correspondencia del Rector de esta
Universidad.
15 Armas, R. de, E. Torres Cuevas y A. Cairo
Ballester. Op. cit. (1). p. 74.
16 Reyna obtuvo ocho votos, uno fray Ambrosio
Pérez y tres boletas quedaron en blanco.
17 Archivo Central de la Universidad de La
Habana. Libro Tercero de Acuerdos. Que
comienza en el año 1805, siendo Rmo. Sr. Rector
y Cancelario el R. P. Lector Fray Juan Govín.
f. A-31.
18 Archivo Nacional de Cuba. GSC, leg. 864, Nº
29 228, f. 1. Diputación Provincial de La Habana.
Expediente sobre elecciones de rector en la
Universidad de La Habana. Años 1813 y 1820-
1822.
19 Ibídem, f. 49v.
20 En particular, Hechavarría y O´Gaban
pertenecía por ambas líneas a familias
santiagueras que se vincularon a los grupos
esclavistas y azucareros del occidente de la isla.
Su pariente Juan Bernardo O´Gaban llegó a ser
uno de los principales ideólogos de la burguesía
esclavista, cuyos intereses defendió desde su
puesto en la jerarquía eclesiástica y al frente de la
Sociedad Económica de Amigos del País.
21 Archivo Nacional de Cuba. GSC, leg. 864, Nº
29 228, ff. 67-75. A Rendón, vocal de la
Diputación Provincial, debió Indalecio Santos
Suárez su nombramiento como juez de letras y
fiscal de causas en 1820.
22 Ibídem, f. 214v.
23 Francisco Filomeno fue síndico del
Ayuntamiento en 1818, y alcalde ordinario en
1827.
24 El acta de esta sesión nunca ha sido hallada,
por lo que los resultados se conocen por
referencias posteriores. Ver Armas, R. de, E.
Torres Cuevas y A. Cairo Ballester. Op. cit. (1).
pp. 76-77.
25 Uno de los más sonados fue el conflicto en
torno a las elecciones rectorales de septiembre
de 1822, que puede seguirse en el Archivo
Nacional de Cuba. IP, leg. 1046, Nº 69 029. De
interés resulta, también, el voluminoso expediente
originado por la oposición a la cátedra de Texto
del Filósofo en 1820, a la que se presentó el
argentino Juan de Miralla, provocando una
violenta reacción de los grupos más conservadores
dentro del claustro universitario. Archivo Central
de la Universidad de La Habana. Expedientes
administrativos, Nº 889.
26 Segreo Ricardo, Rigoberto. Conventos y
secularización..., pp. 42-43.
27 Citado por Lebroc, Reinerio. Cuba: iglesia y
sociedad (1830-1860). Madrid: Pontificia
Universitas Gregoriana, Facultas Historial
Escclesiasticae, 1976. p. 26.
